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Autonomía e integración nacional se vinculan en un derecho progresivo, solidario e 
integrador que permite a los individuos reconocerse o identificarse con el poder pú-
blico constituido…El alcance político de la autonomía municipal se entiende como 
un ámbito de potestad normativa real que, aun respetando la igualdad de derechos 
y de condiciones de todos los ciudadanos, singulariza y da respuesta propia a los 
problemas de la vida local… Esto supone reservar constitucionalmente un ámbito 
de competencias no susceptible de limitación por el legislador ordinario, sino delimi-
tado por los intereses que le sean naturales y propios.1

EnriquE DogEr guErrEro

Resumen

En torno a la capacidad normativa de los municipios cubanos, devenida del prin-
cipio de autonomía municipal, existen interrogantes de diferente naturaleza. Es 
objetivo del presente trabajo aportar elementos que permitan dar respuestas a 
una de ellas: ¿qué fundamentos pueden esgrimirse para confirmar la potestad 
sancionadora municipal? Para lograr ese objetivo se han empleado de forma 
general, los métodos siguientes: 2 a) el método histórico-jurídico, para indagar 
acerca de algunos orígenes y la vigencia del fenómeno objeto de estudio; b) la 
comparación jurídica, a partir de la cual se analizaron semejanzas y diferencias 
existentes en los diferentes textos legislativos hispanoamericanos municipales; 
y c) el método jurídico-analítico, que tomó como punto de partida las múlti-
ples interrelaciones propias de la misma dinámica sistémica de las instituciones 

1 DogEr guErrEro, Enrique, Gobierno Municipal, p. 192.
2 Vid. PérEz HErnánDEz, Lissette, La investigación jurídica. Métodos, técnicas e instrumentos cientí-

ficos, pp. 149-243.
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jurídicas objeto de estudio y la comprensión del Derecho como fenómeno so-
ciopolítico, históricamente condicionado. Se concluye que la potestad sancio-
nadora municipal, es una materia admitida por parte importante y reconocida 
de la doctrina, por la jurisprudencia y en leyes municipales de países de Hispa-
noamérica. Los municipios pueden ejercer su ius puniendi mediante la emisión 
de ordenanzas, de tipo general, sobre las materias que, de conformidad con la 
Constitución y las leyes, les corresponde ejercer.

Palabras claves: autonomía municipal; ordenanzas municipales; potestad nor-
mativa; potestad sancionadora.

Abstract 

Regarding the regulatory capacity of Cuban municipalities, arising from the 
principle of municipal autonomy, there are questions of a different nature. 
The objective of this work is to provide elements that allow answers to one of 
them: what grounds can be used to confirm the municipal sanctioning power? 
To achieve this objective, the following methods have been generally used: a) 
the historical-legal method, to investigate some origins and the validity of the 
phenomenon under study; b) the legal comparison from which the similarities 
and differences existing in the different municipal Hispanic American legislative 
texts were analyzed, and c) the analytical legal method that took as a starting 
point, the multiple interrelationships inherent to the same systemic dynamics 
and the understanding of Law as a historically conditioned sociopolitical 
phenomenon. It is concluded that the municipal sanctioning power is a matter 
admitted by an important and recognized part of the doctrine, by jurisprudence 
and in the municipal laws of Latin American countries. Municipalities can 
exercise their ius puniendi by issuing general ordinances on matters that they 
are responsible for exercising in accordance with the Constitution and the laws.

Key words: municipal autonomy; municipal ordinances; regulatory power; 
sanctioning power.
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naturaleza de las ordenanzas municipales. 3.2. Interpretación y ponderación de principios 
como fundamentos de la potestad sancionadora municipal. 4. La potestad sancionadora 
municipal en Hispanoamérica: ejemplos de la influencia de fundamentos jurisprudenciales 
en la evolución de su regulación. 5. La potestad sancionadora municipal en Hispanoamé-
rica: fundamentos normativos comparados. 6. Diez ideas conclusivas. Referencias bi-
bliográficas.

1. A MODO DE INTRODUCCIÓN

En Cuba, el reconocimiento constitucional de la autonomía municipal trae 
consigo un número importante de retos, en primer orden, se requiere el reco-
nocimiento o desarrollo legislativo de atribuciones y prácticas orgánicas de 
funcionamiento con una concepción diferente. En relación con ello, una de las 
cuestiones más significativas, por novedosa en el país, está vinculada con la 
facultad y alcance de la creación normativa en el municipio. En el análisis de 
este tema pueden identificarse como mínimo dos aristas importantes: una 
concerniente a los sujetos reguladores y otra (objeto de estas consideraciones) 
relacionada con el efecto que puedan tener esas normas. 

En torno a la capacidad normativa de los municipios cubanos, devenida del 
principio de autonomía municipal, existen interrogantes de diferente natu-
raleza. Es objetivo del presente trabajo aportar elementos que permitan dar 
respuestas a una de ellas: ¿qué fundamentos pueden esgrimirse para confir-
mar la potestad sancionadora municipal?

2. LAS ORDENANZAS MUNICIPALES COMO INSTRUMENTOS  
NORMATIVOS DE OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO  
PARA LOS CIUDADANOS

La potestad normativa de las entidades locales es inherente a la autonomía 
municipal constitucionalmente regulada, como instrumento consustancial 
para que los municipios gestionen sus propios intereses. 

Es así que el tema relativo a la capacidad normativa municipal y el alcance de las 
normas que los municipios emiten es de interés y debate universal desde hace 
décadas. En Cuba, actualmente, el tema cobra importancia a partir del llamado 
institucional a desarrollar los territorios, el proceso descentralizador que se aco-
mete en el país, y con el ejercicio que demandan los contenidos consagrados en 
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el artículo 1 constitucional,3 en particular con el reconocimiento del Estado de 
Derecho socialista y de justicia social, contexto en el que el Derecho debe for-
talecerse como herramienta que permita a los municipios, en este caso, edifi-
car el progreso territorial desde la institucionalidad, con armonía, respetando 
la legalidad y trabajando por el bien común.

A lo largo de la historia, las normas de autogestión municipal han sido regula-
das con diversidad de denominación y trascendencia. Cuando se trata de 
aquellas con alcance general, prevalece el reconocimiento de las ordenanzas4 
como normas municipales superiores, sin perjuicio, como se verá más adelan-
te, de otros tipos y denominaciones de las disposiciones normativas 
municipales. 

La facultad de dictar ordenanzas se atribuye de forma predominante al órga-
no colegiado superior en la localidad, en tanto estas normas se dirigen hacia 
temas de interés general para la población, y son de aplicación y cumpli-
miento obligatorio para los ciudadanos en el territorio. Esa obligatoriedad 
de las ordenanzas municipales se corresponde con el tipo prohibitivo5 e im-
perativo de las normas jurídicas que imponen deberes correlacionados con 
derechos que esas u otras normas han otorgado. Las ordenanzas, tanto en 
función educativa, como en función preventiva, son muy importantes al fa-
vorecer el fortalecimiento de la educación cívica y la disciplina social en la 
localidad. 

3 Constitución de la República de Cuba, de 10 de abril de 2019, Gaceta Oficial de la República 
de Cuba, edición Extraordinaria No. 5, de 10 abril de 2019.

4 Vid. Panamá: Ley No. 106 de 1973, de 8 de octubre de 1973, publicada en la Gaceta Oficial 
No. 17, 458, de 24 de octubre de 1973, “Sobre Régimen Municipal”, Código Administrativo 
– Apéndice 456; Chile: Ley No. 18.695, 1992, Orgánica Constitucional de Municipalidades, 
refundida por DFL-1 (2006), INTERIOR. Ver DFL-1 26-JUL-2006; Ecuador: Código Orgánico de 
Organización Territorial, COOTAD, Registro Oficial Suplemento 303 de 19-oct.-2010, última 
modificación: 21-abr.-2020; Guatemala: Código municipal, Decreto No. 12-2002 del Congre-
so de la República de Guatemala; Honduras: Decreto No. 134-90 (emitido el 29/10/1990) Ley 
de municipalidades (Gaceta No. 26292 del 19/11/1990); Perú: Ley Orgánica de Municipalida-
des, Ley No. 27972, 2003; República Dominicana: Ley No. 176-07 del Distrito Nacional y los 
Municipios, del 17 de julio de 2007, Gaceta Oficial No. 10426, del 20 de julio de 2007; Nica-
ragua:  Ley No. 40, aprobada el 3 de junio de 2012, publicada en La Gaceta No. 6, del 14 de 
enero de 2013, Ley de Municipios con reformas incorporadas; El Salvador: Decreto No. 274, 
Código Municipal de la Republica de el Salvador, 2008; Venezuela: Ley Orgánica del Poder 
Público Municipal, 2009; Cuba: Ley No. 132/2019, De organización y funcionamiento de las 
asambleas municipales del Poder Popular y de los consejos populares, Gaceta Oficial de la 
República de Cuba, Edición Extraordinaria No. 5, de 16 de enero de 2020.  

5 Vid. garcía MaynEz, Eduardo, Introducción al Estudio del Derecho, p. 91. 
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Las ordenanzas municipales, además de su reconocimiento, requieren de de-
terminadas precisiones y desarrollo normativo posterior para que puedan 
resultar instrumentos jurídicos de poder territorial efectivo. Sobre este par-
ticular, cobra relevancia analizar la transcendencia sancionadora que estos 
instrumentos pueden tener para que su cumplimiento concierna a todos en 
la localidad y lo dispuesto logre realmente ser exigido por las autoridades 
que correspondan; en el entendido de que las consecuencias jurídicas por el 
incumplimiento de las ordenanzas municipales, como sucede con todas las 
normas jurídicas de ese tipo, deben ser consideradas medidas de su obliga-
toriedad intrínseca y sostén para la exigencia que, en correspondencia, las 
debe acompañar. Esta idea ha sido fundamentada por DroMi al considerar 
que, en principio, la sanción es un medio con que cuenta el poder público 
estatal para mantener la observancia de las normas, restaurar el orden jurídi-
co violado y evitar que puedan prevalecer actos contrarios a Derecho.6

A los municipios les resulta muy complejo y casi imposible lograr el cumpli-
miento de sus propias disposiciones obligatorias sin tener reconocida po-
testad sancionadora, en especial en temas relacionados, entre otros, con la 
higiene de la ciudad, así como con el orden y la disciplina en la recogida de 
desechos sólidos.

En sentido general, Embid refuerza esa idea, refiriéndose a un pronuncia-
miento del Consejo de Estado que reza lo siguiente: “se impone recordar que 
la potestad de ordenanza y, en especial, la potestad sancionadora municipal, 
ejercitada mediante ordenanzas es tan antigua como los propios munici-
pios7, por lo que no resulta imaginable la existencia y funcionamiento de las 
Corporaciones locales sin una potestad sancionadora como medio de asegu-
rar el cumplimiento y eficacia real de sus ordenanzas”.8

La significación especial que tiene para el municipio la efectividad de las orde-
nanzas resulta igual si deviene de la capacidad de dirección política propia con 

6 Vid. DroMi, Roberto, Derecho Administrativo, p. 299.
7 Al efecto, Luis corDEro señala que “existe bastante consenso en la doctrina especializada en 

que los municipios corresponden a organizaciones anteriores incluso al Estado nacional, 
considerándose por muchos una institución natural”. Vid. corDEro VEga, Luis, Lecciones de De-
recho Administrativo, p. 21.

8 EMbiD Irujo, Antonio, La potestad reglamentaria de las entidades locales (Consideración especial 
de las Ordenanzas y Reglamentos municipales), p. 97. 
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que cuenta el órgano deliberativo superior del territorio,9 que en los casos en 
los que el órgano sancionador del municipio, tanto por las faltas de desobe-
diencia a su autoridad, como por infracción de las ordenanzas municipales, 
fuera el acalde.10 En cualquier caso, con independencia de uno u otro órgano 
emisor, el alcance de las decisiones jurídicas y las consecuencias por su viola-
ción constituyen elementos esenciales que se condicionan mutuamente y 
reflejan el impacto de las decisiones, el seguimiento, la credibilidad y el con-
trol, tanto interno, como externo de las actuaciones municipales.

En Cuba, en materia sancionadora de la Administración, es posible marcar el ini-
cio en el año 1979, con la promulgación del Decreto-Ley 2711 (sin perjuicio de 
otros análisis que pueden derivarse y no son objeto del presente trabajo), al que-
dar sustraído del sistema judicial el procedimiento para imponer sanciones, y ser 
atribuido a órganos administrativos de inspección y de policía, entre los que se 
encontraban, tanto los miembros de la Policía Nacional Revolucionaria, como los 
inspectores de las direcciones administrativas correspondientes de los órganos 
provinciales y municipales del Poder Popular del lugar en el que se cometiera la 
infracción. En sucesivos avatares, esa disposición normativa fue sustituida, hasta 
promulgarse el Decreto-Ley 141 de 24 de marzo de 1988, relativo a las Contra-
venciones del Orden Interior, a partir del cual quedaron establecidas las respec-
tivas sanciones y los entes facultados para imponerlas, entre los que ya no se 
encontraban los inspectores de las direcciones administrativas municipales (ar-
tículo 9). Con posterioridad a la promulgación de este Decreto-Ley, toda una 
producción legislativa tuvo lugar en materia de contravenciones.12

Sin embargo, en lo que respecta al ámbito municipal, resaltan en Cuba, por 
trascendentes, dos regulaciones históricas, que pueden evidenciar sentido co-
mún en las regulaciones originarias, sobre la facultad municipal para sancionar 
el incumplimiento de mandatos propios: en primer lugar, las Ordenanzas de 

9 Vid. JiMénEz DorantEs, Manuel, “La potestad sancionadora municipal y su relación con la ley en 
el sistema constitucional mexicano”, Revista de Estudios de la Administración Local y Autonó-
mica REALA, No. 308 septiembre-diciembre, 2008, p. 133.

10 ParaDa, Ramón, Derecho Administrativo II. Organización y empleo público, p. 197.
11 Decreto-Ley No. 27, de 27 de octubre de 1979, Sobre las infracciones administrativas, Gaceta 

Oficial de la República de Cuba, edición Extraordinaria No. 12, de 29 de octubre de 1979. 
12 Vid. Referencia histórica a los presupuestos normativos del Derecho Administrativo Sancio-

nador en Cuba, en EsPinosa VElázquEz, Kenia Margarita, “El derecho administrativo sanciona-
dor y el Derecho Penal: el problema de sus límites en el ordenamiento Jurídico cubano, Tesis 
presentada en opción al título académico de Máster en Derecho Constitucional y Administrativo, 
pp. 41-52.



198   ISSN EDICIÓN IMPRESA: 0864-165X, ISSN EDICIÓN ELECTRÓNICA: 2788-6670, VOL. 05, NO. 01, ENERO-JUNIO, 2025

Dra.C. Lissette Pérez Hernández

Cáceres para La Habana, de 1574,13 en las que en su disposición 63º, reza: “Que 
ninguna persona pueda tomar sitio para casa, ni asiento en el campo para hato de 
vacas o de yeguas, ni criadero de puercos, ni para estancia, ni para cosa algu-
na que no tenga licencia para ello, so pena de doscientos ducados, la cuarta parte 
para el denunciador y juez que lo sentenciare y las otras partes para el arca del 
concejo de esta villa”.14 En segundo lugar, la regulación sobre la capacidad san-
cionadora del municipio, en los artículos 166 y 167 de la Ley de Municipios de 
1908,15 que regularon: “el alcalde puede imponer multas por las infracciones que 
resulten previstas en Ordenanzas e Instrucciones, tanto del Municipio, como sobre 
servicios del Estado que el Gobierno Municipal tenga a su cargo. En caso de infrac-
ción, sin que exista previa fijación de la multa correspondiente, podrá el alcalde 
imponerla, fijando su importe, que no excederá de veinte pesos. Tan pronto como 
cualquier agente de la Autoridad entienda que alguna persona infringe una Orde-
nanza o un acuerdo municipal, lo comunicará al alcalde, notificando al interesado 
de la infracción cometida”.16

Actualmente, al configurarse constitucionalmente el principio de autonomía 
municipal se regularon como elementos constitutivos de este principio: 
la elección o designación de sus autoridades, la facultad para decidir so-
bre la utilización de sus recursos y el ejercicio de las competencias que le 
corresponden, así como dictar acuerdos y disposiciones normativas necesarias 
para el ejercicio de sus facultades, según lo dispuesto en la Constitución y las 
leyes (artículo 169).

De conformidad con ese artículo constitucional, la Ley 132 de organización y 
funcionamiento de las Asambleas Municipales y de los Consejos Populares 
(artículos 16, inciso g, 60.1 y 62) estableció como atribución de la Asamblea 
Municipal del Poder Popular (AMPP), adoptar acuerdos y dictar disposiciones 

13 “La obra del oidor Cáceres es un monumento legislativo muy superior a la época, ofreciendo 
a los Ayuntamientos cubanos, no solo una organización política… sino, además, base cierta 
de criterio en el desenvolvimiento de su actividad”. Vid. carrEra y Justiz, Francisco, Introduc-
ción al estudio de las Instituciones Locales de Cuba, t. segundo, pp. 149-150.

14 Ibidem, pp. 259-290.
15 “… por ser la primera Ley de esta naturaleza... aporta nuevos puntos de vista que no pueden 

ser olvidados, si la obra del legislador, en estas materias, debe ser reflejo exacto del hecho 
social, en armonía con las tendencias de la época, algo que la caracteriza como progresista 
[…]”. Vid. “Informe a la Comisión Consultiva”, en VEnEgas Muiña, Augusto y Augusto VEnEgas 
Pazos, Los municipios cubanos a través de la jurisprudencia, t. I – Ley Orgánica de los Munici-
pios, p. 3.

16 Ley Orgánica de los Municipios de Cuba de mayo 29, de 1908. 
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normativas en el marco de su competencia, sobre asuntos de interés munici-
pal y controlar su cumplimiento. Las referidas disposiciones normativas fueron 
reconocidas como ordenanzas municipales, disposiciones de carácter general 
y reglamentario, de interés colectivo y permanencia en el tiempo, sobre asun-
tos que inciden en la vida económica o social del territorio, cuyo cumplimiento 
atañe a todos.

En relación con el referido reconocimiento, aunque las ordenanzas municipa-
les provienen del máximo órgano representativo de poder estatal en el territo-
rio, legitimado por la elección popular directa, las consideraciones acerca de 
esta atribución, en la práctica, enfrentan algunas limitaciones: a) no están reco-
nocidas expresamente las competencias municipales como marco necesario 
para la actuación municipal en ese orden; b) no están previstas consecuencias 
jurídicas por su incumplimiento, en consonancia con el carácter obligatorio de 
las ordenanzas, lo que limita la efectividad de estas; y c) algunas expresiones 
de los mencionados preceptos pueden dar lugar a interpretaciones diversas e, 
incluso, a confusiones sobre la entidad conferida a estos actos normativos, 
principalmente si se tiene en cuenta que el ejercicio de la potestad normativa 
no tiene precedentes cercanos en el país.17

Por ello, para facilitar el ejercicio municipal de esa potestad en Cuba se reque-
rirá la regulación de criterios orientativos al respecto, contenidos que podrían 
estar regulados, entre otras, en la futura Ley de Municipios.

3. FUNDAMENTOS JURÍDICOS PARA EL RECONOCIMIENTO  
DE LA POTESTAD SANCIONADORA DE LOS MUNICIPIOS  
Y SU ALCANCE

3.1. SOBRE LA NATURALEZA DE LAS ORDENANZAS MUNICIPALES
En el razonamiento de los fundamentos jurídicos sobre el reconocimiento 
de la potestad sancionadora de los municipios, algunos análisis constitu-
yen cimientos. Sucede así con la concepción en torno a la naturaleza de las 
ordenanzas municipales.

17 Vid. lEón Mora, Ana Laura; Orisel HErnánDEz aguilar y Duniesky alfonso caVEDa, “La potestad 
normativa municipal en Cuba: Bases teóricas necesarias para su ejercicio práctico”, Cuader-
nos de Derecho Público, Vol. 9, 2021, p. 26.
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Algunas características sobresalientes de las ordenanzas municipales podrían 
dar luz sobre el tema, a saber: muchas veces son emitidas por el órgano repre-
sentativo en el territorio, expresión de la voluntad popular de la localidad, en 
especial en los casos en los que se emiten por el máximo órgano de poder 
territorial; se dictan en ejercicio de la potestad normativa municipal, reconoci-
da constitucionalmente, y se dirigen hacia temas de interés general para la 
población; en ese sentido pueden considerarse como leyes (lato sensu). Asi-
mismo, son consideradas por bluME fortini

18 de igual clase que la ley que emana 
del órgano legislativo, diferenciándose esencialmente por las materias que 
corresponden a cada una. Este autor las considera, en puridad, leyes municipa-
les, dispositivos o normas jurídicas (en el más estricto sentido), que regulan el 
ámbito competencial municipal y, en general, atienden a la necesidad norma-
tiva que presenta la problemática municipal.

Las ordenanzas municipales son normas escritas que contienen prescripcio-
nes obligatorias y generales emanadas de poderes públicos legitimados, son 
verdaderas leyes, sobre todo allí donde los municipios tienen reconocida la 
potestad normativa. Si bien es cierto que la unidad del ordenamiento jurídico 
exige que no haya contradicción entre las leyes y las ordenanzas municipa-
les, este imperativo de coherencia lógica no significa, en manera alguna, 
subordinación de estas con relación a las primeras. Cuando los municipios 
están dotados de la competencia necesaria, por mandato constitucional 
para dictar normas jurídicas en sentido formal, esas normas no deben con-
fundirse con los reglamentos.19

Sobre el tema, en referencia al régimen municipal argentino, considera HErnán-
DEz,20 igualmente, que la naturaleza jurídica de las ordenanzas es de verdaderas 
leyes locales, que traducen el ejercicio de un poder político. La afirmación se 
apoya en pronunciamientos del Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de 
Córdoba, en el caso “Frigorífico Carnevali S.A. c. Municipalidad Córdoba”, al reco-
nocer que cuando los municipios dictan normas en asuntos de su competencia 
y estas reúnen los ingredientes de generalidad y obligatoriedad, constituyen 
verdaderas manifestaciones de un poder político y legislativo y son propiamen-
te leyes de carácter local. Continúa el Tribunal señalando que “las ordenanzas 
dictadas por las municipalidades dentro de la órbita de las funciones no configuran 

18 bluME fortini, Ernesto, La defensa de la Constitución a través de la ordenanza municipal, p. 46.
19 Vid. alzaMora ValDéz, Mario, Derecho Municipal, pp. 216-217.
20 HErnánDEz, Antonio María, “El régimen municipal argentino”, en Teresita Rendón Huerta 

Barrera, Derecho Municipal Multinacional, p. 3.
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actos administrativos, sino actos legislativos de carácter comunal, ajenos a la ma-
teria contencioso- administrativa en cuanto escapan al alcance de esta 
jurisdicción”.

Incluso, desde una perspectiva histórica, en Francia, las ordenanzas constitu-
yeron, durante el Antiguo Régimen, normas de mayor rango, equivalentes a 
las leyes del rey, que revestían la forma tradicional de lettres patentes, dispo-
siciones generales, ordinariamente reguladoras de asuntos económicos, fis-
cales, o para la organización de cuerpos administrativos o militares, aunque 
consideradas como normas de valor reglamentario.21

Tanto las características como los criterios anteriores, aportan elementos im-
portantes y coincidentes para el análisis particular del tema en Cuba, donde 
las ordenanzas municipales son emitidas por las AMPP (artículo 60, Ley 132), 
órganos superiores del poder del Estado en sus demarcaciones y, en conse-
cuencia, investidas de la más alta autoridad en su territorio (artículo 185 
constitucional), como órganos representativos y de poder que son.

Se dictan en ejercicio de la potestad normativa (artículo 169 constitucional) y se 
reconocen como disposiciones de carácter general de interés colectivo y per-
manencia en el tiempo, sobre asuntos que inciden en la vida económica o social 
del territorio, cuyo cumplimiento atañe a todos (artículo 62 Ley 132). Aunque 
es de significar que en el mismo artículo, la propia Ley 132 regula estos instru-
mentos jurídicos como disposiciones de carácter reglamentario, de forma tal 
que técnicamente dificulta la interpretación y concepción sobre la naturaleza 
de estas. Esta ambivalencia obstaculiza los análisis y puede viciar las concep-
ciones acerca de la naturaleza de estos instrumentos jurídicos, porque si bien 
el órgano emisor y el resto de las características enunciadas permiten asumir 
estas disposiciones normativas con fuerza territorial similar a una ley, el carác-
ter reglamentario que se le adjudica podría inclinar los análisis, de forma par-
cializada, hacia un ámbito administrativo.

No obstante, mientras se gane en conciencia de lo conveniente y coherente 
que resultaría la modificación de la norma en cuestión, será imprescindible 
una interpretación extensiva del carácter reglamentario que se les ha atribui-
do a las ordenanzas por ley, dándole la significación que corresponde, tanto a 
la naturaleza del órgano emisor, como al carácter general de las ordenanzas 
municipales.

21 Vid. voz ‘Ordenanza’, en Muñoz MacHaDo, Santiago (dir.), Diccionario del español jurídico, p. 1145.
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Al respecto, puede resumirse que las ordenanzas municipales tienen naturale-
za particular: no son, objetivamente, leyes en sentido formal, y aun recono-
ciéndosele carácter reglamentario, no pueden considerarse reglamentos en 
sentido estricto. Esta afirmación no significa que las ordenanzas puedan ser 
dictadas de forma independiente. Como partes del ordenamiento jurídico, sus 
pronunciamientos deben ser coherentes y jerárquicamente subordinados, en 
correspondencia con el lugar que en el entramado estatal ocupa el órgano que 
tiene atribuida constitucionalmente esa potestad. 

En Cuba, las ordenanzas municipales no son fruto de la Administración ni de 
función administrativa alguna. El hecho de que sea la AMPP el órgano municipal 
encargado de dictar las ordenanzas, así como la finalidad de estos instrumentos 
jurídicos, le otorgan significación constitucional.

3.2. LOS PRINCIPIOS QUE FUNDAMENTAN LA POTESTAD SANCIONADORA  
MUNICIPAL. CRITERIOS PARA SU PONDERACIÓN  

Al valorar fundamentos jurídicos para el reconocimiento de la potestad sancio-
nadora de los municipios y su alcance sobresalen debates acerca de principios 
que se encuentran muy relacionados con la temática en cuestión, principios 
como: legalidad, reserva de ley, efectividad, autonomía municipal y democracia. 

Los razonamientos que se suscitan en torno a estos y su relación con la potes-
tad sancionadora municipal se dan con particular fuerza cuando las ordenanzas 
municipales son consideradas reglamentos o actos provenientes de la Admi-
nistración, y como se ha examinado anteriormente, esa no es la naturaleza que 
debe reconocérsele a las ordenanzas municipales. No obstante, en este trabajo 
se analizan con el objetivo de fundamentar que en cualquier caso, la aplica-
ción de estos principios al tema requieren su ponderación.

Como apoyatura al planteamiento anterior, son necesarias ciertas precisiones: la 
ley y el reglamento,22 como dos especies de acto normativo, tienen semejanzas 
generales: son actos de creación normativa (de innovación del ordenamiento 
jurídico); son normas escritas; requieren de ciertas formalidades en su proceso 
de elaboración; necesitan de la publicación para su validez; son expresión del 
ejercicio de funciones estatales y de potestades expresamente atribuidas por el 
ordenamiento jurídico. Sin embargo, también las diferencias existentes entre 

22 Vid. Matilla corrEa, Andry, “Notas sobre la ley y el principio de legalidad en el ordenamiento 
jurídico cubano”, documento inédito.
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ellos permiten concluir que son dos figuras distintas. Entre las diferencias, so-
bresalen las siguientes:

1° Tienen cualidad política diferente: la ley tiene como emisor al órgano le-
gislativo (Parlamento o Asamblea Nacional), que a su vez es el órgano 
representativo del pueblo mediante el cual se expresa la voluntad de la 
comunidad políticamente organizada y es depositario de la soberanía 
popular; mientras el reglamento es emitido típicamente por la Adminis-
tración Pública,23 la cual no ostenta el carácter representativo de la colec-
tividad, sino que es una entidad al servicio de ella.

2° Difieren en el ámbito objetivo en el que se generan: la ley se crea como 
ejercicio de la función legislativa; los reglamentos son una manifestación 
de la función administrativa.

3° Tienen fundamentos jurídicos de emisión diferentes: la ley emana del 
ejercicio de la potestad legislativa; el reglamento emana del ejercicio de 
la potestad reglamentaria.

4° La ley, como “manifestación de la voluntad popular” y “expresión de la sobe-
ranía popular”, es la norma jurídica originaria característica, con un ámbito 
de regulación extendido, sólo limitado por los preceptos constitucionales; el 
reglamento es una norma secundaria, de valor subordinado a la ley.

El reglamento podrá extenderse objetivamente sobre aquellas esferas que la 
ley le señala específicamente o que no le excluye (aquí se configura lo que 
comúnmente se denomina “reserva de ley”, por la que se determina expresa-
mente en el orden positivo, un conjunto de cuestiones que sólo pueden ser 
objeto de regulación normativa por parte de la ley), operando de esa forma 
como límite del campo de extensión objetiva que puede tener el reglamento 
como norma jurídica.

Con las anteriores precisiones como base, de vuelta a los principios, nos en-
contramos que las opiniones y la influencia de los argumentos en torno a estos 
se manifiestan tanto doctrinal, jurisprudencial, como normativamente. Veá-
moslo, primeramente, desde un punto de vista doctrinal. 

23 garcía DE EntErría, Eduardo y Tomás-Ramón fErnánDEz, Curso de Derecho Administrativo I, 
p. 185; ParaDa, Ramón, Derecho Administrativo I. Parte General, p. 58.
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Con respecto al principio de efectividad, en el ámbito municipal se constata 
desde la cotidianidad cómo responder a este vía potestad sancionadora 
puede contribuir a contrarrestar el deterioro de lo público estatal, y fortale-
cer, en el caso concreto de Cuba, la credibilidad del Poder Popular. La idea de 
autogobierno requiere de la potestad normativa y también de la potestad 
sancionadora como elementos de la autonomía municipal, como muestras 
de la efectiva capacidad del poder para imponerse dentro de su marco terri-
torial. El principio de efectividad24 es fundamento necesario de la legitimi-
dad del Estado. La efectividad manifiesta la esencia del Derecho, permite la 
comprobación de lo que es Derecho (la fuerza que se impone y es capaz de 
generar un ordenamiento estable). Parafraseando a Moya HurtaDo DE MEnDo-
za,25 la aplicación del principio de efectividad al tema en cuestión podría con-
siderarse una garantía del efecto útil que se espera del Derecho.

Considerar la efectividad de las normas municipales como fundamento de 
la potestad sancionadora municipal, con los límites que corresponden, in-
fluye no solo en la posibilidad de brindar mejor gestión municipal, sino, 
además, puede contribuir a la implementación de políticas públicas tanto 
nacionales, como municipales, a partir del cambio disciplinario y de orden 
que pueden producirse en las conductas cívicas, en ocasiones, imprescin-
dible para que puedan alcanzarse los objetivos programáticos previstos.

En el supuesto de que los municipios “estuvieran impedidos de ejercer esta 
facultad de garantía o represión a posteriori a causa de comportamientos 
contrarios al ordenamiento (sin perjuicio, claro está, de la adopción de otras 
medidas aseguradoras de carácter no represor), especialmente en los su-
puestos de las trasgresiones más relevantes, estas normas no podrían califi-
carse como jurídicas, sino morales, al no poder constituir ni mandatos, reglas 
de organización social o disciplina de relaciones jurídicas, careciendo con 
seguridad de efectividad alguna”.26

En cuanto al principio de legalidad y la potestad sancionadora municipal, se im-
pone considerar que este principio, en sentido estricto, expresa el sometimiento 

24 Vid. ParEJo alfonso, Luciano, “La eficacia como principio jurídico de la actuación de la Admi-
nistración”, p. 26.

25 Vid. Moya HurtaDo DE MEnDoza, Francisco, “Efectividad del Derecho de la Unión Europea vs. 
Principio Constitucional de Imperio de la Ley”, UNED. Revista de Derecho Político, No. 99, ma-
yo-agosto 2017, p. 408.

26 ortuño roDríguEz, Alicia Esther, “La potestad sancionadora de las entidades locales. Especial 
referencia a las ordenanzas cívicas”, QDL 20 junio de 2009, p. 24.
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pleno de la Administración a la ley y al Derecho, a partir del cual ninguna ac-
tuación o decisión administrativa puede ser contraria a una ley, en el sentido 
formal del término. Este principio, al quedar reforzado o complementado por 
la reserva de ley garantiza la regulación de algunas materias sólo por ley, aun-
que esto no quiere decir que no sea posible ninguna intervención del 
reglamento.27 

Conviene subrayar que el principio de legalidad en el campo del Derecho 
Administrativo Sancionador, como ha señalado el Tribunal Constitucional es-
pañol,28 no encuentra una aplicación tan estricta como en el ámbito jurídi-
co-penal, a pesar de que ambos casos constituyan una manifestación del 
poder punitivo del Estado.

En ese sentido, garcía DE EntErría fortalece esa salida al señalar que desde la 
garantía constitucional de la autonomía municipal, puede admitirse que los 
municipios disponen de una competencia residual para desarrollar activida-
des que consideren de interés para su comunidad, siempre que la ley no haya 
ocupado el correspondiente ámbito de actuación, reservándolo a otra Admi-
nistración por entender que exista un interés público prevalente.29

En la misma dirección, confirma sáncHEz Morón
30 que tal posibilidad no queda 

excluida del todo; al contrario, puede resultar necesaria en muchos casos por-
que la ley no puede regular todos los problemas imaginables y con todo de-
talle, aunque para ello se precise una habilitación expresa del legislador, una 
remisión o reenvío de la ley al reglamento. 

En relación con la potestad normativa y su alcance, son igualmente contenidos 
a analizar en torno a estos principios, tanto el establecimiento de infracciones 
y sanciones como la tipicidad, en cuyos casos, la reserva de ley se considera 
garantía formal para el primero (lex previa), mientras para el segundo, garantía 
material (lex certa).

27 Vid. sáncHEz Morón, Miguel, “Legalidad y sometimiento a la ley y al Derecho”, en Juan Alfonso 
Santamaría Pastor (dir.), Los principios jurídicos del Derecho Administrativo, pp. 56-59.

28 Vid. STC 87/1985, de 16 de julio; Sentencia 42/1987, de 7 de abril (BOE No. 107, de 05 de 
mayo de 1987) y STC 2/1987, 21 de enero de 1987.

29 Vid. garcía DE EntErría, Eduardo, “La significación de las competencias exclusivas del Estado en 
el sistema autonómico”, Revista Española de Derecho Constitucional, No. 5, 1982, JSTOR.

30 sáncHEz Morón, Miguel, “Legalidad y sometimiento a la ley y al Derecho”, en Juan Alfonso 
Santamaría Pastor (dir.), Los principios jurídicos..., cit., p. 57.
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Precisamente por ello, los debates que tienen como centro a la potestad sancio-
nadora, más que sobre la potestad en sí misma, giran en torno a su alcance, a 
saber: si el municipio puede definir las conductas a considerar como infracción, 
si resulta normativamente competente para establecer las sanciones y, en con-
secuencia, cuáles serían los límites a esa facultad.

En ese caso, conteste con góMEz gonzálEz,31 es preciso que una ley establezca su 
relación con los grupos de ilícitos que puedan existir y la determinación de las 
posibles medidas represivas que cada ordenanza puede disponer en función 
de la gravedad de los ilícitos que ella misma pueda tipificar, las clases de san-
ciones que se puedan imponer, así como establecer un catálogo de instruccio-
nes mínimas a los autores de las futuras ordenanzas, conforme a las cuales las 
entidades comunales puedan fijar los distintos tipos de faltas locales y sus me-
didas represivas, mediante directrices que los orienten, guíen y condicionen 
en la valoración que efectúen a la hora de establecer los supuestos de cada 
infracción. Igualmente, las leyes especiales pueden establecer la relación de 
posibles sanciones a regularse en las ordenanzas municipales por los ilícitos 
que se tipifiquen.

Incluso, en supuestos en los cuales no medie una ley habilitante, las municipali-
dades podrían tipificar infracciones, inspirados en las necesidades sociales de no 
dejar indefensos a los municipios si sus normas no van acompañadas de la ame-
naza de sanción en caso de incumplimiento, así como en la necesidad de no 
permitir la impunidad de los infractores.32

En esos casos, es posible analizar el principio de legalidad de forma un tanto 
diferente, con prevalencia del contenido político de los principios de autono-
mía municipal y la legitimación democrática de los municipios, ámbito en el 
que la ley constituye marco para la autogestión y el ejercicio del poder mu-
nicipal, de manera que los municipios, sin violar las leyes, en el ámbito de sus 
competencias pueden regular las materias objeto de sus propias funciones y 
contribuir con ello a alcanzar su fin constitucional.

Esta afirmación propicia una interpretación más armónica, que flexibiliza la 
aplicación del principio de legalidad a las ordenanzas, en el entendido de que 
la legalidad no puede tener la misma fortaleza en todas las materias y que la 

31 Vid. góMEz gonzálEz, Rosa Fernanda, “La potestad normativa sancionadora municipal. Análisis 
de la operatividad del principio de legalidad”, Ius et Praxis, Año 23, No. 2, 2017, p. 498.

32 niEto garcía, Alejandro, Derecho Administrativo Sancionador, p. 290.
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aplicación rígida del principio de legalidad dejaría a las municipalidades sin 
potestad normativa sancionadora.33

La autonomía reconocida constitucionalmente a los municipios implica un 
poder para autogobernarse, para gestionar los asuntos que les atañen, y de 
ello precisamente deviene el reconocimiento constitucional de la potestad 
normativa a favor de estos, siempre sujeta a los límites que establece el orde-
namiento jurídico, lo que trae algunas disquisiciones cuando entra en juego 
el principio de reserva de ley, tal cual analiza DEsDEntaDo Daroca.34 Esta autora 
considera que es preciso tener en cuenta que la legitimidad democrática de 
los órganos de los que proceden las normas reglamentarias obliga a hacer 
una interpretación especial del principio de reserva de ley cuando se aplica a 
las ordenanzas municipales. 

Continúa alegando la misma autora que la flexibilización de la reserva de 
ley ha sido admitida por el Tribunal Constitucional35 para las ordenanzas 
municipales, tanto en materia tributaria como sancionadora, al considerar 
la autonomía local y el carácter representativo de los órganos locales como 
fundamentos para su capacidad en relación con la tipificación de las infrac-
ciones y las sanciones.

También es posible otra mirada, a partir de las diferencias existentes entre las 
relaciones de poder que se dan en el nivel central y las que existen en el nivel 
local. Como se ha dicho antes, en la base de los debates se encuentra la doctri-
na que reza que no existe reglamento sin ley, donde la ley es requisito sine qua 
non para el ejercicio de la potestad reglamentaria, doctrina que históricamen-
te es resultado de la teoría de la división o distribución de poderes. A partir de 
esta doctrina, el ejercicio de la potestad reglamentaria del poder ejecutivo 
queda subordinada en todo momento a la ley, lo que tiene sentido en las rela-
ciones entre el poder ejecutivo y el poder legislativo a nivel central, al resultar 
limitada la facultad reglamentaria del jefe del ejecutivo (formal, material y de 
contenido) por medio del órgano legislativo. Sin embargo, en el municipio en 
cuanto poder local, considerado en Cuba como la unidad político-administrativa 

33 sanz rubialEs, Íñigo, “Principio de legalidad y potestad sancionadora en la Administración Lo-
cal”,  Revista de Estudios de la Administración Local y Autonómica REALA, No. 264, 1994, citado 
por góMEz gonzálEz, Rosa Fernanda, “La potestad normativa...”, cit., p. 497.

34 Vid. DEsDEntaDo Daroca, Eva, “El principio de autonomía local”, en Juan Alfonso Santamaría 
Pastor (dir.), Los principios jurídicos..., cit., pp. 883-885.

35 A propósito, la autora cita las sentencias STC 233/1999 y la STC 132/2001 de 8 de junio, cuya 
doctrina ha sido seguida por la STC 161/2003 y 25/2004.
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primaria y fundamental de la organización nacional, las relaciones que se 
generan en este ámbito territorial, ya sean horizontales o verticales, presen-
tan matices y fundamentos diferentes.36 La cuestión no radica tan solo en la 
división de poderes o funciones, sino en la potestad constitucional de los 
municipios para llevar a cabo su propia normación sobre las materias o asun-
tos que tanto la Constitución como la ley le han otorgado para ejercer en 
régimen de autonomía (principio de competencias37).

Para que las ordenanzas cumplan el rol que las leyes les confieren, es impres-
cindible el ejercicio autónomo por los municipios de competencias propias, 
marco jurídico necesario para que el contenido y alcance de estas normas 
jurídicas viabilice la articulación de estas con el ordenamiento jurídico nacio-
nal. En ese contexto, tanto la autonomía municipal como la descentraliza-
ción territorial se erigen como condicionantes indispensables. De manera 
que, sobre la base de la garantía constitucional que ofrece la autonomía mu-
nicipal, es posible admitir que los municipios disponen de facultades para 
desarrollar actividades que consideren de interés para su comunidad, de 
conformidad con las leyes y siempre que con esa actividad no exista un interés 
público superior en otro nivel territorial. Esa idea es reforzada por ParEJo alfon-
so cuando considera que “es más favorable al reconocimiento de la singulari-
dad de las normas autónomas locales y, por tanto, de su espacio decisional 
propio, exigente de una interpretación de la reserva de ley adecuada al princi-
pio de descentralización territorial del poder público administrativo”,38 “que en 
modo alguno implican su independencia o desvinculación sustantiva de la ley, 
pues incluso en su espacio autónomo propio ha de respetar el contenido pres-
criptivo legítimo de esta”.39

Esa concepción responde, sin perjuicio de la jerarquía normativa, como señala 
Ignacio DE otto, a “otro sistema de articulación de las fuentes, complementario 
y en ocasiones corrector del anterior, que consiste en una distribución de las 

36 Vid. JiMénEz DorantEs, Manuel, “La potestad sancionadora municipal...”, cit. 
37 “La competencia puede definirse como la medida de cada órgano y también como el con-

junto de funciones y potestades que el ordenamiento jurídico atribuye a cada órgano y que 
unos y otros están autorizados y obligados a ejercitar”. Vid. ParaDa, Ramón, Derecho Adminis-
trativo II. Organización y empleo público, p. 34.

38 ParEJo alfonso, Luciano, “Una visión sobre el gobierno local, Anuario del Gobierno Local”, en 
Estudios. La Reforma de la Ley de Bases del Régimen Local, p. 89.

39 ParEJo alfonso, Luciano, “La potestad de autoorganización de los entes integrantes de la 
Administración local. Especial referencia a los municipios de gran población”, QDL 63, Cua-
dernos de Derecho Local, p. 113.
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materias susceptibles de regulación entre las diversas fuentes que integran el 
ordenamiento jurídico… El ejemplo más típico es la distribución territorial de 
competencias”.40

En Cuba, los criterios orientativos y las reglas para la tipificación de las con-
ductas y las posibles sanciones a imponerse por los municipios en sus terri-
torios podrían ser contenido de la futura Ley de Municipios; de otra ley que 
con carácter general contenga las bases del régimen contravencional y/o de 
leyes especiales sobre las distintas materias que a cada una le corresponda, 
sobre la base de una fórmula similar a la siguiente: “el legislador expresa su 
decisión de sancionar determinadas conductas genéricas”, de acuerdo con 
los ‘criterios mínimos de antijuricidad’, que también formula en la Ley. A par-
tir de ahí, los municipios podrían tipificar las conductas y fijar las sanciones, 
respetando los criterios y límites. En este ámbito, la Ley debe operar adop-
tando la decisión fundamental y habilitando a los municipios para todo lo 
demás, conforme a criterios explícitos y concretos. Es una doctrina interme-
dia, conciliadora, como solución jurídica a un problema complejo, está llena 
de matices y equilibrios. Suscita numerosas interrogantes y dudas que sólo 
con el desarrollo efectivo de la potestad normativa local irán clarificándo-
se”.41 “Lo anterior se proyecta en la facultad de definir los comportamientos 
que, de acuerdo con los intereses gestionados por los municipios consideran que 
deben ser conminados con una sanción, así como para concretar el castigo 
que corresponde a esas conductas prohibidas”.42

En definitiva, la esencia general de la problemática presentada estriba en la 
interpretación y la ponderación que se realice de los principios concurrentes, 
sobre todo adecuándolos al interés general que persigue la municipalidad, 
con respeto a los límites implícitos y con las garantías a los derechos que 
corresponda.

Por último, se debe tener en cuenta que los principios son tanto la parte perma-
nente del Derecho, como la cambiante y mutable la que determina la evolución 

40 DE otto, Ignacio, Derecho Constitucional. Sistema de Fuentes, pp. 89-90.
41 MErino EstraDa, Valentín, “Las nuevas Ordenanzas municipales reguladoras de la convivencia 

ciudadana”, Revista de Estudios de la Administración Local y Autonómica REALA, No. 300-301, 
enero- agosto, 2006, p. 488.

42 ortuño roDríguEz, Alicia Esther, “La potestad sancionadora de las entidades locales...”, cit., p. 29.
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jurídica. Influyen en la actualización del ordenamiento jurídico haciendo real la 
interrelación entre Derecho y sociedad, que justifica su propia existencia.43

4. LA POTESTAD SANCIONADORA MUNICIPAL EN HISPANOAMÉRICA: 
EJEMPLOS DE LA INFLUENCIA DE FUNDAMENTOS  
JURISPRUDENCIALES EN LA EVOLUCIÓN DE SU REGULACIÓN

Desde el punto de vista jurisprudencial, para el debate en cuestión, algunas 
sentencias resultan ilustrativas, a saber:

En Chile, el Tribunal Constitucional, en su sentencia ROL No. 479,44 a propósi-
to de un requerimiento de inaplicabilidad interpuesto por diversas compa-
ñías eléctricas en contra del artículo 15 de la ley No. 18.410, precisa que el 
principio de legalidad rige la actividad sancionadora del Estado, pero su vi-
gencia no impide que la Administración pueda legítimamente sancionar 
conductas cuyo núcleo esencial se encuentre descrito en una ley y más ex-
tensamente desarrollado en normas reglamentarias.

Igualmente, el Tribunal Constitucional chileno (ROL No. 216),45 refiriéndose a la 
autonomía de ciertos órganos del Estado, señala que tratándose de los entes o 
servicios autónomos (municipios) que el legislador crea para satisfacer una 
función pública determinada, el principio de la jerarquía administrativa desa-
parece en relación con el Supremo Administrador del Estado, y aquellas activi-
dades pasan a desarrollarse con independencia más o menos amplia, según 
sea el ámbito espacial y legal de esa autonomía.

Por su parte, el mismo tribunal, en ROL No. 1669/2010, señala que al tratarse 
de la potestad reglamentaria municipal, sin embargo, es necesario considerar 
que tiene que existir un espacio para los intereses municipales en la comple-
mentación o ejecución de la legislación. En ese sentido, la ley debe regular 
nacionalmente, pero con una uniformidad básica o esencial. El elemento nor-
mativo uniforme o común del legislador nacional debe ser, por lo mismo, no 

43 Vid. bElaDiEz roJo, Margarita, Los principios jurídicos, pp. 51-52.
44 Sentencia del Tribunal Constitucional, ROL No. 479-2006, de 8 de agosto de 2006, Estudios 

Constitucionales, Vol. 4, No. 2, noviembre 2006, pp. 755-786. 
45 Pronunciamiento del Tribunal Constitucional chileno, ROL No. 216, sobre el Proyecto de 

Ley que modifica la Ley General de Bancos y Otros Cuerpos legales, y dispone un nuevo 
tratamiento para la obligación subordinada de los bancos que señala con el Banco Cen-
tral de Chile.
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especialmente detallado. Por una parte, porque no puede no considerar las 
realidades diferentes de cada municipio. Las casi 350 municipalidades que 
existen en nuestro país, no son iguales. Tienen diferencias geográficas, de cli-
ma, de realidad económica, de densidad poblacional. Por la otra, porque el 
municipio cuenta con órganos representativos de los intereses comunes en su 
estructura organizativa (el Concejo Municipal, el alcalde). Ellos deben diseñar y 
aprobar las normas cuyos destinatarios son los habitantes de la comuna. Lle-
var la legislación a sus consecuencias prácticas, no puede prescindir de la rea-
lidad local.46

De forma coherente, en Chile, la potestad normativa municipal está regulada 
en diversas disposiciones de la Ley No. 18.695, Orgánica Constitucional de Mu-
nicipalidades (LOCM),47 en particular en el artículo 10, que establece: “Las orde-
nanzas serán normas generales y obligatorias aplicables a la comunidad. En ellas 
podrán establecerse multas para los infractores, cuyo monto no excederá de cinco 
unidades tributarias mensuales, las que serán aplicadas por los juzgados de poli-
cía local correspondientes”. 

En España por su parte, la Sentencia No. 132/2001 del Tribunal Constitucio-
nal,48 con antecedente en la Sentencia del Tribunal Constitucional No. 233/1999, 
de 16 de diciembre, introdujo flexibilidad en la interpretación hasta ese mo-
mento estricta de la reserva de ley. En primer término, y por lo que se refiere a 
la tipificación de infracciones, corresponde a la ley la fijación de los criterios 
mínimos de antijuridicidad, conforme a los cuales cada Ayuntamiento puede 
establecer tipos de infracciones; no se trata de la definición de tipos, ni siquiera 
de la fijación de tipos genéricos de infracciones luego completables por medio de 
ordenanza municipal, sino de criterios que orienten y condicionen la valora-
ción de cada municipio a la hora de establecer los tipos de infracción. En se-
gundo lugar, y por lo que se refiere a las sanciones, del artículo 25.1 de la 
Constitución española deriva la exigencia, al menos, de que la ley reguladora 
de cada materia establezca las clases de sanciones que pueden establecer 
las ordenanzas municipales; tampoco se exige aquí que la ley establezca una 
clase específica de sanción para cada grupo de ilícitos, sino una relación de las 

46 ROL No. 1669-2010-INA, pronunciamiento Quincuagesimosexto. DFL 1-06 - Fija el texto re-
fundido, coordinado y sistematizado de la Ley No. 18.695, Orgánica Constitucional de Muni-
cipalidades.  

47 Ley No. 18.695, 1992, Orgánica Constitucional de Municipalidades, refundida por DFL-1 
(2006), INTERIOR. Ver DFL-1 26-JUL-2006.

48 Sentencia No. 132/2001, de 8 de junio (BOE No. 158, de 03 de julio de 2001).
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posibles sanciones que cada ordenanza municipal puede predeterminar en 
función de la gravedad de los ilícitos administrativos que ella misma tipifica.

A partir de la flexibilización de la sentencia mencionada, la Ley No. 57/2003, 
Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local (LRBRL),49 de 16 de diciem-
bre, para la modernización del gobierno local, introdujo un nuevo Título 
(XI): “Tipificación de las infracciones y sanciones por las Entidades Locales 
en determinadas materias”. Como parte de este Título, el artículo 139 regu-
la lo siguiente: “Para la adecuada ordenación de las relaciones de convivencia 
de interés local y del uso de sus servicios, equipamientos, infraestructuras, ins-
talaciones y espacios públicos, los entes locales podrán, en defecto de normativa 
sectorial específica, establecer los tipos de infracciones e imponer sanciones 
por el incumplimiento de deberes, prohibiciones o limitaciones contenidos en 
las correspondientes ordenanzas, de acuerdo con los criterios establecidos en los 
artículos siguientes […]”.

Estos ejemplos ayudan a mostrar cuánto puede enriquecer la labor jurispru-
dencial la comprensión formal de las normas jurídicas, tras las interpretacio-
nes a las que someten a la ley, al contraste con ciertas vivencias compartidas 
o generalmente aceptadas y con ciertos principios técnicos. Tanto la ley, los 
ciudadanos, el resultado jurisprudencial, como la labor de los distintos ope-
radores jurídicos, son elementos esenciales del Derecho, que Alejandro niEto 
y Tomás-Ramón fErnánDEz perciben ante todo como diálogo, “un nuevo y sor-
prendente Derecho que las telarañas positivistas no nos dejaban percibir,…
Derecho somos todos”.50

5. LA POTESTAD SANCIONADORA MUNICIPAL EN HISPANOAMÉRICA: 
FUNDAMENTOS NORMATIVOS COMPARADOS 

Además de la doctrina y la jurisprudencia, las normas jurídicas develan ten-
dencias y directrices sobre la materia, que aportan fundamentos normativos 
sobre la potestad sancionadora municipal.

49 Ley No. 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, Jefatura del Estado, 
BOE No. 80, de 03 de abril de 1985, referencia: BOE-A-1985-5392.

50 Vid. niEto, Alejandro y Tomás-Ramón fErnánDEz, El Derecho y el revés. Diálogo epistolar sobre 
leyes, abogados y jueces, pp. 52-64.
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Sin perjuicio de los antecedentes históricos existentes en materia municipal en 
Hispanoamérica, actualmente, en la mayoría de esos países,51 la municipalidad 
se encuentra regulada en distintos tipos de disposiciones normativas sobre la 
materia, entre los que sobresalen códigos municipales y leyes orgánicas muni-
cipales. En esas normas se reconoce, por medio de ordenanzas municipales, la 
potestad normativa local en correspondencia con el principio constitucional 
de autonomía municipal.52

En el caso de la potestad sancionadora, las regulaciones en los países hispano-
americanos, tanto en las leyes, como en las propias ordenanzas, ofrecen un 
abanico de variantes sobre el tema, del que a continuación se resumen y ejem-
plifican algunos caracteres:

 – Reconocimiento del ius puniendi municipal en leyes municipales.53 

 – Ejercicio de la potestad sancionadora por incumplimiento de las ordenan-
zas municipales.54

51 Vid. Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, España, Guatemala, Honduras, México, Ni-
caragua, Panamá, Perú, Paraguay, República Dominicana, El Salvador, Uruguay y Venezuela. 
En Argentina, “la autonomía institucional permite a las municipalidades dictar su propia Car-
ta Orgánica. Según relevamiento de Daniel Cravacuore, se sancionaron ciento y cincuenta 
y cinco Cartas Orgánicas en catorce de las veinte provincias. La provincia de Corrientes des-
taca con treinta y ocho Cartas Orgánicas aprobadas, alentadas por su Constitución provin-
cial de 2007, que promovió esta práctica en todos los gobiernos locales. En contraste, cinco 
provincias –Entre Ríos, Formosa, La Rioja, Santa Cruz y Tucumán– lo habilitan, pero ninguna 
municipalidad ejerció esta facultad. Por su parte, la Constitución de La Pampa niega esta po-
testad”. Vid. craVacuorE, Daniel y Mónica iturburu, “La administración de los gobiernos locales”, 
en J. Abal Medina y H. Cao (coords.), Manual de la administración pública argentina: Nación, 
provincias y municipios, pp. 162-217.

52 Con excepción de Bolivia: Reglamento General del Concejo Municipal (artículo 16); Colom-
bia: Reglamento Concejo municipal; Costa Rica: Reglamentos autónomos de organización y 
de servicio (artículo 4) y Panamá: Reglamento (artículo 7, incisos 9 y 14); México: Reglamento 
(artículo 31, inciso 1); Uruguay: Resoluciones (artículo 13).

53 Vid. Chile: artículo 12; Colombia: artículo 91, b2; Guatemala: artículo 151; Honduras, Nicara-
gua (artículo 34, 21); Perú: artículo 46; El Salvador: artículos 69 y 126; Paraguay: artículo 73; 
República Dominicana: artículo 117.

54 Vid. Chile: artículo 12; Colombia: artículo 29, modificativo del artículo 91 de la Ley 136 
de 1994; Guatemala: artículo 151; Nicaragua: artículo 34, 21; Perú: artículo 46; Paraguay: 
artículo 73; El Salvador: artículo 126; República Dominicana: artículo 117; Venezuela: ar-
tículo 145.
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 – Órganos emisores, legitimados por el voto popular.55

 – Infracciones reconocidas en las leyes municipales, que actúan como leyes 
habilitantes: Guatemala: serán sancionadas las faltas que estén expresa-
mente consignadas en las ordenanzas, reglamentos, acuerdos y disposi-
ciones municipales, que tengan que observar los vecinos, transeúntes y 
personas jurídicas en la circunscripción municipal de que se trate (artículo 
150); Colombia: en relación con el orden público, los alcaldes podrán pre-
sentar ante el Concejo Municipal proyectos de acuerdo, en donde se defi-
nan las conductas (artículo 29, modificativo del artículo 91 de la Ley 136 
de 1994, en cuanto a las funciones del alcalde).

 – Infracciones reconocidas en las propias ordenanzas municipales: Argentina: 
Ordenanza No. 11844/2013;56 Chile: Ordenanza Municipal No. 004, contra la 
Discriminación en la Comuna de El Quisco; España,57 Valencia: Ordenanza 
municipal de higiene urbana, y Ordenanza reguladora de limpieza de espa-
cios públicos y gestión de residuos sólidos urbanos del término municipal 
de Santa Lucía de Tirajana; Venezuela:58 Ordenanza para la convivencia ciu-
dadana, el civismo y la justicia de paz comunal del municipio Bolivariano 
Libertador del Distrito capital, Gaceta Municipal Municipio Bolivariano Liber-
tador, mes XI, Año CXXIII, Caracas, jueves 25 de mayo de 2023 No. 4940-23.

 – La multa como sanción prevalente por infracciones reguladas en las propias 
ordenanzas: Argentina: Ordenanza No. 11844/2013 y No. 12.447/2020, Ciu-
dad de San José de Gualeguaychú); Chile: artículo 12 y Ordenanza Municipal 
No. 004 contra la Discriminación en la Comuna de El Quisco;59 Guatemala: ar-
tículo 151; Panamá: artículo 45, inciso 13); Perú: artículo 47, Ordenan-

55 Vid. Cuba: AMPP (artículo 62); Guatemala: Concejo Municipal (artículo 35); Honduras: alcalde 
(artículo 44); Perú: Consejo Municipal (artículo 39); República Dominicana: Concejo Munici-
pal (artículo 52, f ) y Venezuela: Concejo Municipal (artículo 54).

56 Ordenanza No. 11844/2013, Separación y depósito en origen de residuos, de la Ciudad de 
San José de Gualeguaychú, provincia Entre Ríos.

57 Valencia, España: Ordenanza municipal de higiene urbana, y Ordenanza reguladora de lim-
pieza de espacios públicos y gestión de residuos sólidos urbanos del término municipal de 
Santa lucía de Tirajana España.

58  Ordenanza para la convivencia ciudadana, el civismo y la justicia de paz comunal del muni-
cipio Bolivariano Libertador del Distrito capital, Gaceta Municipal Municipio Bolivariano Liber-
tador, mes XI, Año CXXIII, Caracas, jueves 25 de mayo de 2023, No. 4940-23.

59 Ordenanza Municipal No. 004 contra de Discriminación en la Comuna de El Quisco, aproba-
da por DA No. 2359 de fecha 14.11.2011.
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za No. 77/1998, actualizada en 2023, de Santiago de Chile;60 El Salvador: ar-
tículo 126; Paraguay: artículo 73; República Dominicana: artículo 120; Costa 
Rica: artículo 85.

 – Regulación de otros tipos de sanción: Perú: suspensión de autorizaciones o 
licencias, clausura, decomiso, retención de productos y mobiliario, retiro de 
elementos antirreglamentarios, paralización de obras, demolición, interna-
miento de vehículos, inmovilización de productos y otras (artículo 46); Co-
lombia: pedagógicas, de multas, o aquellas otras que estén definidas en el 
Código de Policía; Guatemala: amonestación verbal o escrita, multa, sus-
pensión hasta por tres (3) meses, según sea la gravedad de la falta adminis-
trativa o infracción de la licencia o permiso municipal, en cuyo ejercicio se 
hubiere cometido, cancelación de la licencia o permiso, cierre provisional 
del establecimiento y demolición total o parcial, cuando así procediere, de 
la obra o construcción (artículo 151); Paraguay: amonestación; inhabilita-
ción, clausura y comiso (artículo 79); Honduras: a suspensión de las obras, 
demolición de lo construido y sanciones pecuniarias (artículo 25, inc. 20). 

 – La autoridad sancionadora suele ser el órgano representativo: República 
Dominicana, Venezuela (artículo 99), Nicaragua (artículo 28) o el alcalde: 
Colombia (artículo 91, b, 5, parágrafo 1); Guatemala: artículo 151; Panamá: 
artículo 45, inciso 13;  Perú: regidor o alcalde (artículo 118); Nicaragua: ar-
tículo 34, inciso 21.

 – En algunos casos, cuando el reconocimiento de la potestad sancionadora se 
encuentra en leyes municipales, se circunscribe a determinadas competen-
cias, igualmente, cuando esa potestad se regula en ordenanzas municipa-
les, se asocia al ejercicio de competencias municipales específicas.61  

60 Ordenanza No. 77/1998, actualizada en 2023, de Santiago de Chile.
61 Ecuador (Competencias financieras, medio ambiente y fraccionamiento de inmuebles, con 

fines comerciales, artículos 340, 431 y 470), Código Orgánico de Organización Territorial, 
COOTAD, publicado en Registro Oficial Suplemento 303, de 19 de octubre de 2010. 
Incluye reformas hasta el 21 de abril de 2020; Colombia (en relación con el orden público, 
artículo 29,  parágrafo 1),  Ley 1551 de 2012, por la cual se dictan normas para modernizar 
la organización y el funcionamiento de los municipios;  Costa Rica (competencias tributaria 
y Asuntos comunales, artículos 69 y 76), en La Ley No. 7794 de la República de Costa Rica, 
Código Municipal; Argentina: Ordenanza No. 11844/2013, Separación y depósito en origen 
de residuos, de la Ciudad de  San José de Gualeguaychú, provincia Entre Ríos, y Orde-
nanza No. 12.447/2020, Protección del Arbolado público, Expte. No. 6663/2020-H.C.D y 
Ordenanza 7154/ 2018, Ciudad Argentina; Chile: Aseo en la comuna, Ordenanza No. 77 de 
1998, actualizado en 2023, de Santiago de Chile; Valencia, España: Ordenanza municipal 
de higiene urbana; Venezuela: Ordenanza sobre el servicio de aseo urbano y domiciliario y 
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6. DIEZ IDEAS CONCLUSIVAS

Primera: la potestad normativa municipal tiene carácter constitucional, es ori-
ginaria. Surge a partir de la autonomía municipal reconocida 
constitucionalmente.

Segunda: es posible establecer un símil entre las ordenanzas municipales y las 
leyes dictadas por el órgano legislativo, en cuyo caso, dentro del marco de su 
territorio, las ordenanzas pueden tener fuerza de ley. 

Tercera: la potestad sancionadora municipal es una materia admitida por par-
te importante y reconocida de la doctrina, de la jurisprudencia y en las leyes y 
ordenanzas municipales de países de Hispanoamérica. Los municipios pueden 
ejercer su ius puniendi mediante la emisión de ordenanzas de tipo general so-
bre las materias, que conforme la Constitución y las leyes, les corresponde ejer-
cer sus competencias.

Cuarta: los análisis comparados en Hispanoamérica confirman la posibilidad 
de regulación de la potestad sancionadora municipal, vía ordenanzas.

Quinta: sin desconocer la fuerza que los principios de legalidad y reserva de 
ley imprimen a las decisiones jurídicas sobre el tema en cuestión, en el ámbito 
municipal, al ponderarse su aplicación han de prevalecer los principios de au-
tonomía municipal y de legitimidad democrática de los órganos que emiten 
las ordenanzas.

Sexta: la ponderación de los principios señalados anteriormente ha de reali-
zarse sobre la base del fin último que persiguen las ordenanzas municipales: el 
interés general, particularizado constitucionalmente en Cuba, como la satis-
facción de las necesidades locales.

Séptima: las leyes generales o especiales que correspondan y la futura Ley 
de Municipios podrían establecer criterios mínimos de antijuridicidad y las 
pautas que permitan orientar a los municipios para determinar los supuestos 
de infracción local y sus correlativas sanciones. En Cuba, una habilitación pri-
maria que desarrolle legislativamente el alcance y las consecuencias del in-
cumplimiento de las ordenanzas municipales puede regularse en la Ley del 

sobre el ornato de la ciudad. Ordenanza reguladora de limpieza de espacios públicos y ges-
tión de residuos sólidos urbanos del término municipal de Santa lucía de Tirajana España; 
Venezuela: temas tributarios (artículo 163, inciso 4).
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Régimen General de Contravenciones, en la que se trabaja en la actualidad 
(alcance, autoridades sancionadoras, sanción a imponer).  

Octava: en Cuba, el carácter reglamentario atribuido a las ordenanzas munici-
pales por la Ley No. 132, es incompatible con la naturaleza del órgano que las 
emite y el alcance general que se les confiere a estas. 

Novena: la potestad sancionadora municipal se ejerce con los límites siguien-
tes: procede en las materias de competencia municipal; las ordenanzas no 
pueden establecer limitaciones adicionales a las que prescriben las leyes para 
la materia específica de que se trate (principio de jerarquía normativa), y por 
último, la sanción a establecer por medio de ordenanzas tendrá carácter pecu-
niario (multa), aunque nada se opone a que las leyes puedan contemplar otras 
variantes sancionadoras como, por ejemplo, la retirada de determinada licen-
cia o autorización. 

Décima: la potestad sancionadora municipal ha de ejecutarse de conformidad 
con la salvaguarda de derechos ciudadanos y la aplicación de las garantías que 
correspondan, considerándose estos como límites implícitos de su ejercicio.
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